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Rivera Marchand, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 27 de febrero de 2023. 

 

Comparece Grace Monge La Fosse (Sra. Monge La Fosse o 

apelante), por derecho propio y en calidad de cesionaria de Luis 

Alfredo Figueroa Santiago, Laura Rodríguez Santiago y la sociedad 

de gananciales por ellos compuesta (demandados). Solicita que 

dejemos sin efecto la Sentencia1 que emitió y notificó el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Fajardo (TPI o foro primario) el 8 y 10 de 

noviembre de 2022, respectivamente. En ella, el TPI declaró ha lugar 

la Moción de Sentencia Sumaria2 que presentó Deutsche Bank 

National Trust Company, as certificate trustee on behalf of Bosco 

Credit II Trust Series 2017-1 (Deutsche Bank). Así, condenó a los 

demandados pagar a Deutsche Bank $147,476.85 en principal, más 

intereses, cargos por demora, costas, gastos y honorarios de 

abogado. 

Por las razones que expondremos a continuación, 

confirmamos el dictamen apelado. Veamos.  

 
1 Apéndice, págs. 545-548. 
2 Apéndice, págs. 450-503. 
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I. 

El 12 de abril de 2006, R&G Mortgage Corporation (R&G) 

incoó una Demanda3 sobre ejecución de hipoteca por la vía ordinaria 

en contra de los demandados. Reclamó $155,991.12 en principal; 

intereses al tipo pactado de 5.875%; $15,850.00 estipulados como 

costas, gastos y honorarios de abogado; más las contribuciones e 

impuestos, primas de seguro contra riesgo y seguro de hipoteca. 

Luego de R&G enmendar la demanda,4 notificó que Scotiabank de 

Puerto Rico, lo sustituiría en el pleito, como parte demandante, tras 

este último adquirir todos los activos de R&G.5 Posteriormente, 

Deutsche Bank sustituyó a Scotiabank mediante Moción Informando 

Sustitución de Parte Demandante.6  

En respuesta a la Segunda Demanda Enmendada7 que 

presentó Deutsche Bank, los demandados instaron una 

Contestación a Segunda Demanda Enmendada y Reconvención.8 

Argumentaron que, el pagaré objeto de este pleito fue vendido en el 

mercado secundario y que las instituciones bancarias que incoaron 

la presente causa no son tenedoras del pagaré, ni acreedoras de la 

hipoteca. Además, reconvinieron con veinte causas de acción, entre 

otros asuntos.9  

 
3 Apéndice, págs. 1-5. 
4 Apéndice, págs. 7-10. Cabe indicar que la parte demandante cambió a R&G 

Premier Bank. 
5 Apéndice, págs. 12-13. 
6 Apéndice, págs. 156-157. 
7 El propósito de dicha enmienda fue agregar como demandada a la Sucesión de 

Luis Alfredo Figueroa Santiago compuesta por Luis Alfredo, Yaritza Mary y Nicole 

Marie todos de apellidos Figueroa Rodríguez, tras su fallecimiento el 3 de 

septiembre de 2021. Apéndice, págs. 176-179. 
8 Apéndice, págs. 187-287. 
9Apéndice, pág. 64: (i)Sentencia Declaratoria; (ii) Inexistencia / Extinción del 

Pagaré; (iii) Inexistencia de Prenda; (iv) Extinción de Prenda; (v) Inexistencia de 

Hipoteca; (vi) Extinción de Hipoteca; (vii) Extinción Contrato de Préstamo; (viii) 

Nulidad Precio Mínimo de Subasta; (ix) Reclamación de Valor Neto del Activo 

“Equity” de la propiedad; (x) Nulidad Pacto de Renuncia de derechos futuros, i.e. 

“equity” de la propiedad; (xi) Nulidad “Loan Repayment Schedule”; (xii) Nulidad de 

balance de Principal; (xiii) Nulidad de intereses y otros cargos; (xiv) Exacción de 
intereses en exceso; (xv) Restitución; (xvi) Artículo 80, 104 Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria; (xvii) Cancelaciones Asientos Presentación Registro de la 

Propiedad; (xviii) Cancelaciones Asientos de Inscripción Registro de la Propiedad; 

(xix) Artículo 203 Ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria; (xx) 

Inconstitucionalidad del Artículo 104 Ley del Registro de la Propiedad 

Inmobiliaria, Párrafos 3ro y 4to. 
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Iniciado el descubrimiento de prueba, el 9 de noviembre de 

2021, Deutsche Bank solicitó la desestimación de la reconvención.10 

Ello, bajo el fundamento de que, las alegaciones de la reconvención 

eran cosa juzgada en cuanto a la validez de las escrituras y de las 

garantías hipotecarias. A lo antes, el 6 de diciembre de 2021, los 

demandados se opusieron y arguyeron que, la reconvención 

contiene hechos bien alegados y suficientes en contra de Deutsche 

Bank, entre otros asuntos.11  

Evaluado lo anterior, el 27 de mayo de 2022, notificada el 3 

de junio del mismo año, el TPI dictó una Sentencia Parcial12 

mediante la cual desestimó la reconvención. Ello, bajo el 

fundamento de que, la parte demandada carece de una acción que 

justifique la concesión de un remedio. En desacuerdo con el 

dictamen, la apelante presentó un recurso de apelación ante esta 

Curia y mediante Sentencia emitida el 31 de agosto de 2022 

(KLAN202200508) se desestimó el referido recurso, por falta de 

jurisdicción.13 

 Así las cosas, y pertinente a la presente causa, el 2 de 

septiembre de 2022, Deutsche Bank instó una Moción de Sentencia 

Sumaria.14 En ella, señaló que los demandados incumplieron sus 

obligaciones contractuales con Deutsche Bank al dejar de pagar el 

préstamo hasta su vencimiento. Añadió que es tenedor y poseedor 

por causa onerosa del pagaré hipotecario que los demandados 

 
10 Apéndice, págs. 364-386. 
11 Apéndice, págs. 390-402. Posteriormente, el 10 de febrero de 2022, la Sra. 

Monge La Fosse presentó una moción mediante la cual informó haber advenido 

cesionaria en derecho de las causas de acción de los demandados. 
12 Apéndice, págs. 426-430. 
13 Cabe señalar que pendiente la notificación del correspondiente mandato a dicho 

recurso, la apelante presentó una solicitud de relevo de sentencia parcial la cual 

fue atendida por el TPI mediante Resolución emitida el 17 de octubre de 2022. 

Tras una búsqueda en el Registro de Transacciones para Tribunales (TRIB), 

constatamos que, el mandato de esta Curia fue expedido el 26 de octubre de 2022. 
13 Apéndice, págs. 534-536. 
14 Apéndice, págs. 450-503. Junto a su petitorio acompañó los siguientes 

documentos: Anejo 1 – Pagaré $158,500.00; Anejo 2 – Escritura de Hipoteca #212; 

Anejo 3 – Certificación de Propiedad Inmueble; Anejo 4 – Declaración Jurada de 

Marisela Lorente-Medina; Anejo 5 – Certificados del Departamento de Defensa; 

Anejo 6 – Código de Quiebra Federal. 
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dieron en prenda, por lo cual procede su ejecución. Allí, propusieron 

los siguientes hechos incontrovertidos: 

1. La Sra. Luz Aura Rodríguez Santiago y el Sr. Luis Alfredo 

Figueroa Santiago otorgaron un pagaré a favor de RG 

Premier Bank of Puerto Rico, o a su orden, el día 17 de marzo 

de 2004, por la suma de $158,500.00 de principal, que 

devenga intereses a razón de 5.875% anual sobre el balance 

de principal adeudado. Además, la parte demandada se 

obligó a pagar recargos por demora a razón de 5% de la suma 

de aquellos pagos con atrasos en exceso de 15 días 

calendarios a la fecha de vencimiento; más el pago de costas, 

gastos y honorarios de abogado en caso de reclamación 

judicial.  Véase Pagaré $158,500.00. 2. Anejo 1; Declaración 

jurada, párrafo 3, Anejo 4, pág. 1. 

2. Mediante la escritura número 212, otorgada en Bayamón, 

Puerto Rico, el día 17 de marzo de 2004, ante el Héctor 

Moyano Noriega, la Sra. Aura Rodríguez Santiago y el Sr. 

Luis Alfredo Figueroa Santiago, representado aquí por sus 

(sic) sustitución, constituyeron hipoteca voluntaria con 

rango de primera sobre la finca 29909, de Río Grande para 

garantizar el pago de la deuda evidenciada por el pagaré a 

que se ha hecho referencia en el párrafo anterior, y sus 

intereses, más créditos adicionales para intereses, en adición 

a los garantizados por ley, costas, gastos y honorarios de 

abogado en caso de ejecución o reclamación judicial, y para 

otros adelantos que puedan hacerse de conformidad con lo 

pactado por las partes.  Véase Escritura de Hipoteca #212, 

Anejo 2. Declaración Jurada, párrafo 4, Anejo 4, pág. 1.  

3. La descripción registral de la finca 29909 es la siguiente: 

 

URBANA: URBANIZACIÓN MANSIONES HACIENDA 

JIMÉNEZ FASE III DE Río Grande. Solar: 6-A. Cabida; 

577.8892 Metros cuadrados. Solar marcado con el 

número 6 del bloque A Tercera Fase de la 

Urbanización Mansiones de Hacienda Jiménez, 

localizado en el Barrio Jiménez de la Municipalidad de 

Río Grande, Puerto Rico, con una cabida superficial 

de 577.8892 metros cuadrados; en lindes por el Norte, 

en distancia de 24.83 metros lineales, con terrenos de 

Marcos Correa Batista; por el Sur en distancia de 

25.00 metros lineales, con la calle Eucalipto; por el 

Este en distancia de 23.75 metros lineales con el solar 

7 y por el Oeste, en distancia de 22.651 metros 

lineales, con el solar 5.  Enclava una estructura de 

hormigón y bloques de hormigón tipo residencial 

diseñada para una sola familia.  Véase Certificación 

Registral, finca 29909, Anejo 3, Declaración Jurada, 

párrafo 5, Anejo 4, págs. 1-2. 

 

4. La hipoteca consta inscrita al tomo Karibe de Río Grande, 

Registro de la Propiedad, Sección tercera de Carolina, 

inscripción primera.  Véase Certificación Registral, finca 

29909, Anejo 4, Declaración Jurada, párrafo 6, Anejo 4, pág. 

2.  

5. Deutsche Bank National Trust Company As Certificate 

Trustee On Behalf Of Bosco Credit II Trust Series 2017-1, es 

tenedora de buena fe y por endoso del pagaré descrito en el 



 
 

 
KLAN202200996    

 

5 

párrafo 1. Véase Declaración Jurada, párrafo 7, Anejo 4, pág. 

2. 

6. Los demandados no han cumplido con sus obligaciones de 

pago del préstamo garantizado por el pagaré descrito en el 

párrafo 1 de este escrito. Véase Declaración Jurada, párrafo 

8, Anejo 4, pág. 2.  

7. En atención al incumplimiento de los demandados, se 

declaró vencida la totalidad de la deuda de conformidad con 

los términos del pagaré y en su consecuencia al 22 de agosto 

de 2022, se adeuda la suma de $147,476.85 por concepto de 

principal más intereses al tipo pactado de 5.875% anual 

desde el 1 de abril de 2009. Dichos intereses continúan 

acumulándose hasta el pago total de la obligación.  Además, 

la parte demandada adeuda a 5. Deutsche Bank National 

Trust Company As Certificate Trustee On Behalf Of Bosco 

Credit II Trust Series 2017-1 los cargos por demora 

equivalentes al 5% de la suma de aquellos pagos en exceso 

de 15 días calendario de la fecha de vencimiento. En la 

escritura de hipoteca, las partes pactaron la cuantía 

equivalente al 10% del principal, es decir la suma de 

$15,850.00 para el pago de costas, gastos y honorarios de 

abogados en caso de reclamación judicial.  Así mismo, las 

partes demandadas se comprometieron a pagar una suma 

equivalente a $15,850.00 para cubrir cualquier otro anticipo 

que pueda hacerse bajo esta hipoteca y una suma 

equivalente a de $15,850.00 para cubrir intereses en adición 

a los garantizados por ley, según pactado. Véase Declaración 

Jurada, párrafo 8, Anejo 4.  

8. La deuda antes relacionada es líquida y exigible y no ha sido 

satisfecha ni en todo ni en parte por los codemandados a 

pesar de los múltiples requerimientos que a tales efectos le 

ha hecho la demandante. Véase Declaración Jurada, párrafo 

9, Anejo 4, pág. 2.  

9. Según información y creencia las partes demandadas no son 

menores de edad, ni incapacitados.  Así mismo, conforme los 

certificados del Departamento de la Defensa al presente no 

sirven, ni se encuentran bajo órdenes militares activas en las 

Fuerzas Armadas de los Estados Unidos de América. Véase 

Certificados del Departamento de Defensa. Anejo 5.  

10. Debido a que los codemandados Luz Aura Rodríguez 

Santiago y el Sr. Luis A. Alfredo Santiago, representado aquí 

por su sucesión, se acogieron a los beneficios bajo el Capítulo 

13 del Código de Quiebras de Estados Unidos, caso número 

07-02383, y que la Corte Federal de Quiebras emitió una 

Orden mediante la cual la parte demandada fue descargada 

(“discharged”) de su obligación personal con respecto al 

préstamo hipotecario objeto de este procedimiento, la parte 

demandante quedó facultada solamente a ejecutar su 

garantía, según establecido en el Código de Quiebra Federal, 

11 U.S.C.A. sec. 727. 

En reacción, el 26 de septiembre de 2022, la apelante instó 

una Solicitud de Extensión de Término para Fijar Contestación y 
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Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria.15 Allí, solicitó un término 

de treinta (30) días para presentar su oposición al petitorio sumario.  

Así las cosas, el 20 de octubre de 2022, la Sra. Monge La Fosse 

instó otra moción intitulada Solicitud de extensión de término para 

fijar contestación y oposición a solicitud de sentencia sumaria ante 

periodo de moratoria federal (HUD) tras Fiona y el previo trámite en 

cuanto a la reconvención.16 En ella, solicitó una extensión de término 

de treinta días para acreditar su posición sobre el petitorio sumario, 

instado por el banco, el 2 de septiembre de 2022. A lo antes, 

Deutsche Bank se opuso mediante Moción en Cumplimiento de 

Orden17 e informó que, las moratorias que decretó el Presidente de 

los Estados Unidos, Joe Biden, no aplican al préstamo objeto de la 

presente causa de acción, por este préstamo no estar asegurado por 

el Federal Housing Administration (FHA). Evaluado lo anterior, el 

TPI, mediante Orden notificada en autos el 25 de octubre de 2022, 

denegó la solicitud de extensión tiempo interpuesta por la 

apelante.18 

Al entender sobre el petitorio sumario instado por Deutsche 

Bank, sin oposición alguna de los demandados, el TPI dictó el 

dictamen recurrido. Ante la inexistencia de alguna controversia 

sustancial sobre los hechos esenciales y conforme las disposiciones 

de la Regla 36.1 de las Reglas de Procedimiento Civil, supra, declaró 

con lugar la demanda radicada. Por consiguiente, condenó a los 

demandados a pagar a Deutsche Bank las cuantías reclamadas. 

Inconforme, la apelante compareció ante esta Curia y expuso 

el siguiente señalamiento: 

El Tribunal de Primera Instancia erró al dictar sentencia 

sumaria sin el Debido Proceso de Ley: (i) y de manera 
prematura ya que la etapa de descubrimiento de prueba 

no había concluido, incluso con requerimiento de 
admisiones admitido; (ii) y dado que existían hechos 

 
15 Apéndice, págs. 521-522. 
16 Apéndice, págs. 534-536. 
17 Véase, Anejo 3 del Alegato en Oposición de la Parte Apelada. 
18 Apéndice pág. 542. 
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medulares en controversia a la luz de las alegaciones de 
los demandados-reconvenientes en su contestación y 

reconvención; (iii) y a pesar de que estaba en trámite la 
adjudicación final sobre la Reconvención, cuyo 

dictamen final pasaría por el examen apelativo; y (iv) en 
plena Moratoria Federal decretada por el Presidente 
Biden en ocasión del H. Fiona. 

 

En reacción, Deutsche Bank instó una Moción de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción. Arguyó que, la Sra. Monge 

La Fosse carece de legitimación activa para presentar el recurso de 

epígrafe, por no ser una parte afectada por el dictamen recurrido, ni 

ser parte en este pleito. Por su parte, la Sra. Monge La Fosse expuso 

que, adquirió un crédito litigioso de los demandados quienes le 

adeudan dinero y no le pueden pagar. Evaluado lo anterior, 

emitimos una Resolución el 26 de enero de 2023, mediante la cual 

denegamos el petitorio desestimatorio y concedimos un término a 

Deutsche Bank para presentar su alegato. En cumplimiento, 

Deutsche Bank acreditó su Alegato en Oposición de la Parte Apelada, 

el 13 de febrero de 2023. Con el beneficio de la comparecencia de 

las partes, procedemos a resolver. 

II. 

A. Sentencia Sumaria 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R.36, permite a los 

tribunales disponer, parcial o totalmente, de litigios civiles en 

aquellas situaciones en las cuales no exista controversia material de 

hecho que requiera ventilarse en un juicio plenario, y el derecho así 

lo permita. Segarra Rivera v. Int’l Shipping et al., 208 DPR 964 

(2022). Este mecanismo lo puede utilizar la parte reclamante o 

aquella parte que se defiende de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1 y 36.2.  

Mediante el mecanismo de sentencia sumaria, se procura 

profundizar en las alegaciones para verificar si, en efecto, los hechos 

ameritan dilucidarse en un juicio. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 
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DPR 20, 42 (2020). Este cauce sumario resulta beneficioso tanto 

para el tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza 

el proceso judicial, mientras simultáneamente se provee a los 

litigantes un mecanismo procesal encaminado a alcanzar un 

remedio justo, rápido y económico. Segarra Rivera v. Int’l Shipping 

et al., supra. Como se sabe, en aras de prevalecer en una 

reclamación, la parte promovente debe presentar prueba 

incontrovertible sobre todos los elementos indispensables de su 

causa de acción. Íd. Por ello, y en lo pertinente al caso ante nos, una 

parte demandada puede solicitar una sentencia sumaria por 

insuficiencia de prueba. Dicha solicitud procede cuando la parte 

demandante no cuenta con evidencia suficiente para probar su caso. 

El promovente de la referida solicitud debe demostrar que :1) la vista 

es innecesaria; 2) el demandante no cuenta con evidencia suficiente 

para probar algún hecho esencial, y 3) como cuestión de derecho 

procede la desestimación de la reclamación. Para ello, es 

indispensable que se le haya brindado al promovido amplia 

oportunidad para realizar un descubrimiento de prueba adecuado. 

Ramos Pérez v. Univisión 178 DPR 200, 217-218 (2010); Medina v. 

M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 DPR 716 (1994).  

Nuestro ordenamiento civil y su jurisprudencia interpretativa 

impone unos requisitos de forma con los cuales hay que cumplir al 

momento de presentar una solicitud de sentencia sumaria, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los 

asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción sobre la 

cual se solicita la sentencia sumaria; (4) una relación concisa, 

organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen estos 

hechos, así como de cualquier otro documento admisible en 
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evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales se debe dictar la sentencia, argumentando el 

derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3; Pérez Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). Si 

el promovente de la moción incumple con estos requisitos, “el 

Tribunal no estará obligado a considerar su pedido”. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015). 

Cabe destacar que, “la parte que desafía una solicitud de 

sentencia sumaria no puede descansar en las aseveraciones o 

negaciones consignadas en su alegación”. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra, pág. 43. Por el contrario, la Regla 36.3(c) de las Reglas 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(c), obliga a quien se 

opone a que se declare con lugar esta solicitud a enfrentar la moción 

de su adversario de forma tan detallada y específica como lo ha 

hecho el promovente puesto que, si incumple, corre el riesgo de que 

se dicte sentencia sumaria en su contra, si la misma procede en 

derecho. Íd.  

Por ello, en la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

el promovido debe puntualizar aquellos hechos propuestos que 

pretende controvertir y, si así lo desea, someter hechos materiales 

adicionales que alega no están en disputa y que impiden que se dicte 

sentencia sumaria en su contra. Íd., pág. 44. Claro está, para cada 

uno de estos supuestos deberá hacer referencia a la prueba 

específica que sostiene su posición, según exigido por la antes citada 

Regla 36.3 de Procedimiento Civil. Íd.  

En otras palabras, la parte opositora tiene el peso de presentar 

evidencia sustancial que apoye los hechos materiales que alega 

están en disputa. Íd. De lo anterior se puede colegir que, ante el 

incumplimiento de las partes con las formalidades de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil de 2009, supra, la consideración de sus 

posiciones descansa en la sana discreción del Tribunal.  
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Al atender la solicitud, el Tribunal deberá asumir como ciertos 

los hechos no controvertidos que se encuentren sustentados por los 

documentos presentados por el promovente. E.L.A. v. Cole, 164 DPR 

608, 626 (2005). Toda inferencia razonable que pueda surgir de los 

hechos y de los documentos se debe interpretar en contra de quien 

solicita la sentencia sumaria, pues sólo procede si bajo ningún 

supuesto de hechos prevalece el promovido. Íd., pág. 625. Además, 

al evaluar los méritos de una solicitud de sentencia sumaria, el 

juzgador debe actuar guiado por la prudencia y ser consciente en 

todo momento que su determinación puede conllevar el que se prive 

a una de las partes de su “día en corte”, componente integral del 

debido proceso de ley. León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 44. 

Sin embargo, la sentencia sumaria generalmente no 

procederá cuando existan controversias sobre hechos esenciales 

materiales, o si la controversia del caso está basada en elementos 

subjetivos como intención, propósitos mentales, negligencia o 

credibilidad. Segarra Rivera v. Int’l Shipping et al., supra. Además, 

existen casos que no se deben resolver mediante sentencia sumaria 

porque resulta difícil reunir la verdad de los hechos mediante 

declaraciones juradas o deposiciones. Jusino et als. v. Walgreens, 

155 DPR 560, 579 (2001). De igual modo, no es apropiado resolver 

por la vía sumaria “casos complejos o casos que involucren 

cuestiones de interés público”. Íd. 

B. Estándar de Revisión Apelativa 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha discutido los criterios 

que esta Curia debe considerar al momento de revisar una sentencia 

dictada sumariamente por el foro de instancia. Roldán Flores v. M. 

Cuebas, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 

118-19. Sobre dicho particular, nuestro más Alto Foro señaló que:  

[E]l Tribunal de Apelaciones debe: 1) examinar de novo 
el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 
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al foro primario; 2) revisar que tanto la moción de 
sentencia sumaria como su oposición cumplan con los 

requisitos de formas codificados en la referida Regla 36, 
supra; 3) revisar si en realidad existen hechos 

materiales en controversia y, de haberlos, cumplir con 
la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 
LPRA Ap. V, de exponer concretamente cuáles hechos 

materiales encontró que están en controversia y cuáles 
están incontrovertidos; 4) y de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, debe 
proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 
Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 

controversia.  Roldán Flores v. M. Cuebas, supra, pág. 
679.  

De manera que, nos encontramos en la misma posición que el 

Tribunal de Primera Instancia para evaluar la procedencia de una 

sentencia sumaria. González Santiago v. Baxter Healthcare, 202 

DPR 281 (2019). Lo anterior, por cuanto al evaluar una solicitud de 

sentencia sumaria el foro intermedio apelativo solo puede 

determinar si existe o no una controversia de hechos materiales y 

esenciales, si el derecho se aplicó correctamente, y considerar solo 

aquellos documentos presentados ante el foro primario. Segarra 

Rivera v. Int’l Shipping et al., supra. 

III. 

En el recurso ante nos, la apelante solicita que, revoquemos 

la Sentencia que dictó el TPI, por la vía sumaria, condenando a los 

demandados al pago de las cuantías reclamadas por Deutsche Bank 

y devolvamos este asunto para la continuación de los 

procedimientos. Por su parte, Deutsche Bank solicita que, de 

entender que esta Curia tiene jurisdicción sobre este pleito, 

confirmemos el dictamen impugnado. Lo anterior, fundamentado en 

que, todos los hechos materiales que obran en el petitorio sumario 

se dieron por admitidos, ante la falta de oposición de los 

demandados.  

Ahora bien, en cumplimiento con el deber que nos impone lo 

resuelto por el Tribunal Supremo en Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra, nos corresponde revisar de novo la Moción de 

Sentencia Sumaria que presentó Deutsche Bank, junto a los anejos 
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que la acompañan. Lo anterior, a los efectos de evaluar si el TPI 

actuó correctamente al adjudicar la causa por la vía sumaria y 

conforme a derecho. Veamos. 

En su solicitud de sentencia sumaria, Deutsche Bank afirmó 

ser tenedor y poseedor por causa onerosa del pagaré hipotecario que 

los demandados dieron en prenda. Además, argumentó que, al dejar 

de pagar el préstamo, los demandados incumplieron sus 

obligaciones contractuales. En virtud de lo anterior, Deutsche Bank 

solicitó al TPI la ejecución de las prendas e hipotecas a su favor. 

Puntualizamos que, los demandados nunca se opusieron al 

petitorio sumario de Deutsche Bank. Conforme a la normativa 

aplicable, la parte que no presente una oposición a una sentencia 

sumaria, conforme a las Reglas de Procedimiento Civil, supra, se 

arriesga a que el TPI dicte sentencia en su contra, si procede en 

derecho. Véase, Regla 36.3(c) de las Reglas de Procedimiento Civil, 

supra; León Torres v. Rivera Lebrón, supra.  

Los argumentos que expone, por primera vez, la apelante en 

su recurso ante esta Curia, son los planteamientos que los 

demandados debieron levantar ante el foro primario mediante una 

oportuna oposición a la solicitud de sentencia sumaria, siguiendo el 

formato que requieren las Reglas de Procedimiento Civil. Los 

demandados, al no presentar su oposición al petitorio sumario, no 

crearon controversias de hechos y no presentaron fundamento 

alguno que, impida la adjudicación de la causa, por la vía sumaria 

y conforme a derecho. De otra parte, y como se sabe, en apelación 

nos abstenemos de adjudicar cuestiones que no han sido atendidos 

en primera instancia ante el foro judicial o el foro administrativo. 

Trabal Morales v. Ruiz Rodriguez 125 DPR 340 (1990). 

Tras evaluar sosegadamente la totalidad del expediente 

concluimos que, las determinaciones de hechos que propuso 

Deutsche Bank, en su Moción de Sentencia, están sustentadas por 
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la prueba documental admisible, que presentó junto a su petitorio. 

De nuestra revisión de los hechos medulares, constatamos que, del 

Anejo 1 surge que los demandados otorgaron un pagaré a favor de 

RG Premier Bank of Puerto Rico, el 17 de marzo de 2004, por 

$158,500.00 de principal. Se colige del Anejo 2 que, los demandados 

otorgaron una hipoteca voluntaria sobre la finca 29909 de Río 

Grande, en garantía del pago de la referida deuda. El Anejo 3 

evidencia que la finca 29909 está gravada con una hipoteca de 

$158,500.00 a favor de RG Premier Bank of Puerto Rico. Además, 

se desprende del Anejo 4 que, los demandados no han cumplido con 

sus obligaciones de pago, Deutsche Bank es tenedor de buena fe y 

por endoso del mencionado pagaré y que la deuda se encuentra 

vencida, líquida y exigible.  

Dictaminamos que, Deutsche Bank cumplió estrictamente 

con las exigencias de forma y contenido que establecen las Reglas 

de Procedimiento Civil, supra. Además, resolvemos que, los 

documentos que presentó Deutsche Bank junto a su petitorio 

sumario y que obran en el expediente judicial, son suficientes para 

demostrar que no existe controversia de hechos esenciales, por lo 

que, en ausencia de oposición alguna por parte de los demandados, 

procede el remedio solicitado. Sobre tales bases, concluimos que, la 

Sentencia impugnada procede en derecho.  

IV. 

Por todo lo anterior, confirmamos la Sentencia notificada en 

autos por el Tribunal de Primera Instancia el 10 de noviembre de 

2022. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


